
C.A. de Santiago

Santiago, veintiocho de mayo de dos mil veintiséis.

Proveyendo a los escritos folios 20 y 21: a todo, téngase

presente.

Proveyendo al escrito folio 22: a sus antecedentes.

Vistos y teniendo presente:

Primero: Que, comparece Julio César Aguilera Molina,

abogado, en favor de __ __ __ __, e interpone

recurso de protección en contra de la Universidad de Chile, por la

dictación de la Resolución Exenta N°01521, de 23 de junio de 2025, y

de la Resolución Exenta N°03225, de 21 de noviembre de 2025, por

estimar que tales actos vulneran la garantía constitucional

consagrada en el artículo 19 N°3 de la Constitución Política de la

República, al haberse impuesto sanciones disciplinarias sin existir, a

su juicio, un fallo condenatorio previo y haberse posteriormente

modificado una resolución ya notificada al recurrente.

Expone que el recurrente se desempeña como funcionario

público grado 17 ESU del Archivo Central Andrés Bello de la

Universidad de Chile y que fue sometido a un sumario administrativo

iniciado el 3 de mayo de 2022, por supuestas conductas de acoso

laboral ocurridas durante el año 2021. Señala que, luego de

aproximadamente tres años de tramitación, se dictó la Resolución

Exenta N°01521, mediante la cual se absolvió al recurrente respecto

de los hechos contenidos en los literales d) y e) del Resuelvo 2) de la

Resolución N°10, de 2 de mayo de 2024, de la Fiscalía en Comisión,

correspondientes a determinadas imputaciones de acoso laboral, por

no haberse acreditado los hechos denunciados. Agrega que el Juez

Sustanciador no emitió pronunciamiento respecto de los demás

cargos formulados en el procedimiento disciplinario, sosteniendo que,

pese a ello, la autoridad administrativa aplicó igualmente las

sanciones de suspensión del empleo con goce de un 50% de las

remuneraciones y anotación de demérito de seis puntos conforme al
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Refiere que dedujo recurso administrativo de reposición con

apelación subsidiaria en contra de la referida Resolución Exenta

N°01521, solicitando su revocación por no contener un fallo

condenatorio que justificara las sanciones impuestas. Sin embargo,

señala que la autoridad recurrida no se pronunció sobre el fondo de

dichos recursos y, en cambio, dictó la Resolución Exenta N°03225,

mediante la cual modificó la resolución previamente notificada,

precisando la duración de la sanción de suspensión por tres meses,

eliminando íntegramente el resuelvo tercero absolutorio y modificando

el resuelvo relativo a la aplicación de la sanción disciplinaria.

Sostiene que la recurrida vulneró el principio de desasimiento al

modificar una resolución terminal ya notificada, infringiendo además

las garantías del debido proceso y del derecho a un procedimiento

racional y justo, invocando al efecto el artículo 19 N°3 de la

Constitución Política de la República; los artículos 10, 11 y 41 de la

Ley N°19.880; el artículo 141 de la Ley N°18.834; y el artículo 182 del

Código de Procedimiento Civil. Solicita se declare ilegal y arbitraria la

Resolución Exenta N°01521, se declare la nulidad de la Resolución

Exenta N°03225, se dejen sin efecto las sanciones impuestas al

recurrente y se adopten todas las medidas necesarias para

restablecer el imperio del derecho, con costas.

Segundo: Que Pablo Montecinos Medina, abogado, en

representación de la Universidad de Chile, evacúa informe solicitando

el rechazo del recurso de protección, con costas. Expone que

mediante Resolución Exenta N°0595, de 3 de mayo de 2022, se

instruyó sumario administrativo destinado a investigar denuncias

cruzadas de acoso laboral entre __y

__ __ __ __, ambos funcionarios del Archivo

Central Andrés Bello, agregando que, concluidas las etapas

investigativa, acusatoria e informativa, el expediente fue remitido el 29

de enero de 2025 a la Vicerrectoría de Asuntos Estudiantiles y

Comunitarios para resolver el procedimiento disciplinario.
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Sostiene que la Resolución Exenta N°01521 sí contiene

fundamentos sancionatorios suficientes, por cuanto en su parte

considerativa se tuvieron por acreditados los cargos contenidos en las

letras a), b), c) y f) del Resuelvo 2) de la Resolución N°10, de 2 de

mayo de 2024, los cuales fueron calificados como constitutivos de

acoso laboral e infracciones a deberes funcionarios previstos en el

Estatuto Administrativo. Agrega que dicha resolución dispuso

sobreseer el procedimiento respecto de __ __ __,

absolver al recurrente respecto de los cargos contenidos en los

literales d) y e) y aplicar la sanción disciplinaria de suspensión del

empleo con goce del 50% de las remuneraciones y anotación de

demérito de seis puntos. Refiere que los considerandos 113, 114, 116

y 125 establecieron expresamente la acreditación de los cargos

sancionados.

Añade que, a propósito del recurso de reposición con apelación

subsidiaria interpuesto por el recurrente, la Vicerrectoría dictó la

Resolución Exenta N°03225, de 21 de noviembre de 2025, mediante

la cual rectificó la resolución anterior únicamente para precisar que la

suspensión con goce del 50% de remuneraciones se extendería por

el plazo de tres meses. Expone que tal actuación se encuentra

amparada en el artículo 13 inciso final de la Ley N°19.880, que faculta

a la Administración para subsanar vicios formales de sus actos

administrativos, sosteniendo además que el principio de desasimiento

contemplado en el artículo 182 del Código de Procedimiento Civil no

resulta aplicable a los actos administrativos, conforme a dictámenes

de la Contraloría General de la República y jurisprudencia del

Tribunal Constitucional.

Finalmente, sostiene que el procedimiento disciplinario se

ajustó a la Ley N°19.880 y a la normativa universitaria aplicable,

indicando que el recurrente tuvo acceso al expediente, formuló

descargos y ejerció los recursos administrativos correspondientes.

Asimismo, invoca la autonomía administrativa de la Universidad de
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como las facultades disciplinarias respecto de sus funcionarios

sujetos al Estatuto Administrativo. Solicita, en consecuencia, el

rechazo íntegro del recurso de protección, con costas.

Tercero: Que el recurso de protección de garantías

constitucionales, consagrado en el artículo 20 de la Constitución

Política de la República, constituye una acción cautelar o de

emergencia, destinada a amparar el legítimo ejercicio de las garantías

y derechos preexistentes, que en esa misma disposición se enuncian,

mediante la adopción de medidas de resguardo que se deben tomar

ante un acto u omisión arbitrario o ilegal que impida, amague o

moleste ese ejercicio.

Cuarto: Que entonces es requisito indispensable de la acción

cautelar de protección, la existencia actual de un acto o una omisión

ilegal o arbitraria y que provoque algunas de las situaciones que se

han indicado, de manera tal de situarse la Corte en posición de

adoptar alguna medida que contrarreste, neutralice o anule los

efectos indeseables de esa acción u omisión.

Asimismo, se ha sostenido que la acción de protección no

constituye una instancia por la que se persiga una suerte de debate

respecto de la procedencia o improcedencia de un derecho, sino que

su real objeto está constituido por la cautela de un derecho

indubitado.

Quinto: Que, conforme aparece de los antecedentes

acompañados, la controversia planteada en autos dice relación con la

legalidad y arbitrariedad de la Resolución Exenta N°01521, de 23 de

junio de 2025, y de la Resolución Exenta N°03225, de 21 de

noviembre de 2025, ambas dictadas por la Vicerrectoría de Asuntos

Estudiantiles y Comunitarios de la Universidad de Chile, mediante las

cuales se aprobó la investigación sumarial seguida en contra del

recurrente y se le aplicó la sanción disciplinaria de suspensión del

empleo con goce de un 50% de sus remuneraciones, con anotación

de demérito de seis puntos.

[image: ]Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl

Código: WXFXCXNSTNT

Sexto: Que, del examen de la Resolución Exenta N°01521, de

23 de junio de 2025, aparece que en su parte resolutiva se dispuso:

“TERCERO: ABSUÉLVASE al funcionario Sr. __ __

__ (…) por no haberse acreditado los hechos contenidos en los

literales d) y e) del Resuelvo 2) de la Resolución N°10, de 02 de mayo

de 2024, de la Fiscalía en Comisión”; y, seguidamente, “CUARTO:

APLÍQUESE al Sr. __ __ __ (…) la medida

disciplinaria contemplada en el artículo 124 del D.F.L. N°29, de 2004

(…) esto es la SANCIÓN DE SUSPENSIÓN DEL EMPLEO CON

GOCE DE UN 50% DE SUS REMUNERACIONES, con la

correspondiente anotación de demérito de seis puntos en el factor

correspondiente”.

Séptimo: Que, posteriormente, mediante Resolución Exenta

N°03225, de 21 de noviembre de 2025, la autoridad recurrida rectificó

parcialmente la Resolución Exenta N°01521, precisando que la

sanción de suspensión del empleo se extendería “por tres meses con

goce de un 50% de sus remuneraciones”, dejando constancia,

además, que “en todo lo no aclarado” permanecería inalterada la

resolución anterior.

Octavo: Que, ahora bien, si bien la recurrida sostiene que la

Resolución Exenta N°01521 contiene fundamentos suficientes para

sustentar la sanción aplicada, por cuanto en sus considerandos 113,

114, 116 y 125 se establece expresamente que se tuvieron por

acreditados los cargos contenidos en las letras a), b), c) y f) del

Resuelvo 2) de la Resolución N°10, de 2 de mayo de 2024, lo cierto

es que tales razonamientos no resultan suficientes para satisfacer el

deber de fundamentación que pesa sobre todo acto administrativo

sancionatorio.

En efecto, el considerando 113 señala que “el Fiscal

Sumariante tuvo por acreditados los cargos contenidos en las letras

a), b), c) y f) del Resuelvo 2) de la Resolución N°10, de 02 de mayo

de 2024”, agregando que tales hechos constituirían infracciones al

Estatuto Administrativo; el considerando 114 exp	Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cloncordancia
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con dicha conclusión; el considerando 116 indica que se procederá a

analizar la proporcionalidad de la sanción; y el considerando 125

refiere que “se lograron acreditar cuatro de los seis cargos”.

Noveno: Que, sin embargo, aun cuando en dichos

considerandos se afirme la acreditación de determinados cargos, las

resoluciones impugnadas no establecen de manera clara, precisa y

circunstanciada cuáles son los hechos específicos por los cuales el

recurrente resulta finalmente sancionado, ni contienen una decisión

resolutiva que individualice concretamente las conductas constitutivas

de responsabilidad administrativa que sirven de fundamento

inmediato a la medida disciplinaria aplicada. En efecto, no basta que

en la parte considerativa de una resolución, se hagan ciertas

consideraciones acerca de la existencia de la real ocurrencia de los

cargos signados de las letras a, b), c) y f), si esas menciones

genéricas no se traducen en el establecimiento de hechos concretos

que puedan ser subsumidos como un hecho reprobable que parezcan

condignos de la sanción que se impone, lo que necesariamente debe

traducirse en la parte resolutiva de la resolución, sin lo cual, la

decisión adoptada se torna ininteligible y desprovista de la necesaria

fundamentación, que es un requisito insoslayable para permitir al

sancionado ejercer los derechos que la ley contempla para alzarse en

contra de esta resolución.

En efecto, la parte resolutiva de la Resolución Exenta N°01521

únicamente absuelve al recurrente respecto de los cargos contenidos

en los literales d) y e), para luego imponer derechamente una sanción

disciplinaria, omitiendo toda referencia expresa a los hechos o cargos

restantes que habrían sido establecidos y que justificarían la sanción

impuesta. Tal deficiencia no fue subsanada por la Resolución Exenta

N°03225, la que se limitó a precisar la extensión temporal de la

suspensión aplicada.

Décimo: Que, de este modo, las resoluciones recurridas

infringen el deber de motivación de los actos administrativos previsto

en los artículos 11 inciso segundo y 41 de la Ley N	Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl0, exigencia
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que adquiere especial intensidad tratándose del ejercicio de la

potestad sancionadora de la Administración, en cuanto manifestación

del ius puniendi estatal, debiendo la autoridad explicitar de manera

suficiente, tanto los hechos asentados como la forma en que éstos

configuran la infracción atribuida al administrado.

Undécimo:	Que,	en	consecuencia,	la	insuficiente

fundamentación de los actos recurridos torna ilegal su dictación,

afectando la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 19

N°3 de la Constitución Política de la República, desde que el

recurrente no queda en situación de conocer con claridad los

fundamentos fácticos precisos de la sanción impuesta ni de ejercer

adecuadamente su derecho de defensa frente a ella. Además,

vulnera el derecho a la igualdad ante la ley, previsto en el artículo 19

N° 2 de nuestra carta Fundamental y conculca el derecho de

propiedad sobre las remuneraciones del recurrente, al disponer sin la

debida motivación y sin la determinación de los hechos que se

estimaban justificados una sanción que importa la privación de la

mitad de las remuneraciones del actor, contemplado en el artículo 19

N° 24 de nuestra carta fundamental.

Duodécimo: Que, por lo razonado precedentemente, la

presente acción cautelar será acogida únicamente en cuanto se

dejarán sin efecto la Resolución Exenta N°01521, de 23 de junio de

2025, y la Resolución Exenta N°03225, de 21 de noviembre de 2025,

debiendo la autoridad recurrida dictar un nuevo acto administrativo

que, con estricta sujeción a la normativa vigente y debidamente

fundado, en que exista correspondencia y armonía entre las partes

expositivas y resolutivas de la resolución y en que se establezcan los

hechos que se estimen configurados –si los hubiere- y las razones

que sustenten, en su caso, la decisión que adopte.

Por estas consideraciones y visto, además, lo dispuesto en el

artículo 20 de la Constitución Política de la República y en el Auto

Acordado de la Corte Suprema sobre Tramitación y Fallo del Recurso

de Protección de Garantías Constitucionales, se	Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser validado en http://verificadoc.pjud.clsin costas,
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la acción de protección impetrado en favor de __ __

__ __, en contra de la Universidad de Chile, sólo en cuanto

se dejan sin efecto la Resolución Exenta N°01521, de 23 de junio de

2025, y la Resolución Exenta N°03225, de 21 de noviembre de 2025,

debiendo la autoridad recurrida dictar una nueva resolución

debidamente fundada, en los términos antes señalados.

Regístrese, comuníquese y archívese, en su oportunidad.

N°Protección-26205-2025.
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En Santiago, a veintiocho de mayo de dos mil veintiseis, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución precedente.
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